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Accionante: 
 
LUCILA MAGNOLIA SOTO ARCILA
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Temas: 

         DERECHO DE PETICIÓN / PRIORIZACIÓN PARA INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA A VÍCTIMAS / CUMPLIMIENTO ORDEN CORTE CONSTITUCIONAL / PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO / HUBO RESPUESTA ADECUADA / CONFIRMA / NIEGA / Ahora bien, en la Sentencia T-083 de 2017 la Corte Constitucional mencionó  que con el fin de establecer una ruta de priorización frente a la entrega de la indemnización por vía administrativa, se expidieron una serie de resoluciones que se constituyeron en las herramientas para poder identificar de manera plena el grado de vulnerabilidad de las víctimas y, en esa medida, establecer el orden de entrega de la indemnización de conformidad con los criterios consignados en la Ley 1448 de 2011 y en su decreto reglamentario.  En dicha providencia, esa Corporación concluyó que para la indemnización por vía administrativa, se deben tener en cuenta los principios de progresividad, igualdad, gradualidad y enfoque diferencial, previa verificación de las condiciones de la persona que hace la solicitud para determinar si puede ser objeto o no de priorización.

(…)
Por su parte, la UARIV mediante la comunicación del 5 de mayo de 2018 radicada  bajo el No.20187207600011 le contestó a la señora Soto Arcila que esa entidad se encuentra en la construcción del procedimiento para el acceso a la medida de indemnización administrativa para la vigencia 2018 y siguientes, de conformidad con lo dispuesto por la Corte Constitucional en el Auto 206 de 2017 y por lo tanto, la invitaron a que partir de junio de 2018 se acerque a los puntos de atención a nivel nacional, donde se le señalará  el trámite que deberá surtir y principalmente, la importancia de documentar el expediente administrativo para determinar si aplica o no un criterio de priorización, verificar la existencia o no de otros beneficiarios con menor o igual derechos, entre otros aspectos relevantes y así determinar el reconocimiento o no de la medida de indemnización administrativa.

(…)

De conformidad con la jurisprudencia relacionada a lo largo de este proveído y que tiene que ver con los derechos que le asisten a las personas que han sido víctimas del desplazamiento forzoso, entre ellos la garantía de recibir respuestas a sus peticiones frente al reconocimiento y pago a la indemnización por vía administrativa, esta Sala considera que la UARIV acreditó haber contestado la solicitud de la accionante.  De tal manera, que no le asiste la razón al impugnante al considerar que la petición no fue resuelta en los términos como los reclaman, por el hecho de no haber sido resuelta favorablemente, toda vez que es la peticionaria quien debe acudir a la oficina de la UARIV más cercana a su domicilio con el fin de que allí pueda acceder a la asesoría pertinente al procedimiento administrativo que se adelantará y de los documentos que debe aportar para que la UARIV inicie el trámite correspondiente, verifique el  grado de vulnerabilidad en el que se encuentra la señora LMSA junto con su núcleo familiar y de ser el caso priorice sus necesidades.  
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SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, primero (1º) de junio de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0472
Hora: 3:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el abogado Alexander Vásquez Osorio, apoderado judicial de la señora Lucila Magnolia Soto Arcila frente al fallo proferido el 9 de mayo de 2018 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de esta capital  dentro de la acción de tutela instaurada en contra de la UARIV.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. Expuso el apoderado judicial de la señora Lucila Magnolia Soto Arcila que su mandante es víctima por el hecho victimizante de desplazamiento forzado, siendo incluida en el Registro Único de Víctimas RUV por parte de la UARIV.  
Así mismo, señaló que el núcleo familiar de la señora Soto Arcila se encuentra a travesando por una difícil situación económica, por lo que el 26 de febrero de 2018 la accionante presentó un derecho de petición ante la UARIV solicitando el reconocimiento y pago de la respectiva indemnización administrativa, de lo cual recibió una respuesta en la que no se hizo referencia alguna a lo requerido.  Por lo tanto, consideró vulnerado el derecho de petición de la actora.

Solicitó: i) ordenar la UARIV que proceda a responda y ponga en conocimiento de la accionante, en un término de 48 horas, la petición del 26 de febrero de 2018 y ii) exhortar a la UARIV para que en lo sucesivo evite incurrir en conductas como las acaecidas en este caso, generadoras de vulneración de derechos fundamentales.

2.2. Allegó los documentos que sustentan los hechos y pretensiones de la demanda de tutela (Fls. 6-13).

2.3.  Mediante auto del 29 de diciembre de 2017 el juez de primer grado avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y ordenó correr traslado de la misma a la UARIV (Fl. 14)
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA

La UARIV indicó que de acuerdo a lo solicitado en la presente demanda de amparo, esa entidad le informó a la accionante que a partir de junio de 2018 podrá acercarse a los puntos de atención a nivel nacional, donde se le señalará  el trámite que deberá surtir y principalmente, la importancia de documentar el expediente administrativo para determinar si aplica o no un criterio de priorización, verificar la existencia o no de otros beneficiarios con menor o igual derechos, entre otros aspectos relevantes y así determinar el reconocimiento o no de la medida de indemnización administrativa, conforme al principio de participación conjunta que dispone el concurso activo de las víctimas frente al deber de suministrar información veraz y oportuna de ella misma y su hogar, según lo dispuesto en la Ley 1448 de 2011. 

La anterior información fue puesta en conocimiento de la actora mediante la comunicación No.20187207600011 remitida tanto por correo electrónico como por la empresa de mensajería 472 con el fin de que la accionante se presentara al centro regional más cercano para señalarle los documentos que debe suministrar.
Aclaró que la entrega de la documentación no genera compromiso para el otorgamiento de la indemnización o fijación de la fecha para la entrega de la misma, solo implica el trámite administrativo para identificar los destinatarios de la indemnización. 

Solicitó negar el amparo ante la ausencia de vulneración de derechos fundamentales, al haberse superado el hecho que motivó la acción de tutela (Fls. 18 y 19).

Adjuntó copia de la comunicación enviada a la señora Soto Arcila (Fl. 20).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 9 de mayo de  2018, el Juzgado 2º Penal del Circuito de esta ciudad negó el amparo al derecho fundamental de petición invocado por la señora Lucía Magnolia Soto Arcila, toda vez que consideró que la UARIV había respondido su solicitud.
El anterior fallo fue notificado al apoderado de la accionante el 10 de mayo de 2018  al correo electrónico alexandervasquezoso@mail.com (Fl. 32).

5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

El 11 de mayo de 2018 el abogado de la señora Soto Arcila radicó en el juzgado de primer grado un escrito por medio del cual impugnó el fallo, a través del cual consideró que lo decidido por la A quo: i)  no se ajustó a los hechos que motivaron la tutela ni al derecho invocado por error de hecho y de derecho, ii) se negó a cumplir el mandato legal de garantizar al agraviado el pleno goce de su derecho, como lo establece la ley, iii) se fundó en consideraciones inexactas cuanto no totalmente erróneas, y iv) incurre en error esencial de derecho, respecto del ejercicio de la acción de tutela, que resulta inane a las pretensiones por errónea interpretación de sus principios.   }

Insistió que la respuesta dada por la UARIV no cumple con el espíritu de la información que lleva consigo el derecho de petición, conforme a lo señalado por la Corte Constitucional y en caso de que la autoridad no pueda resolver de fondo o esté imposibilitada para dar el trámite respectivo, debe sustentar al respecto  (Fls. 34-37) 

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario, hay lugar a revocarla de acuerdo a los planteamientos expuestos por la parte impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. Sea lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. Sobre el  derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

6.6. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

6.7. Respecto al derecho de petición de los desplazados, la Corte Constitucional en sentencia T-192 de 2013 expuso que: 

“El artículo 23 de la Constitución Política otorga el derecho a la persona de "presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución". De acuerdo con esta definición, puede decirse que "[e]l núcleo esencial del derecho de petición reside en la [obtención de una] resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido
" Unido a lo anterior, es necesario resaltar que no con cualquier comunicación devuelta al peticionario puede considerarse satisfecho su derecho de petición: una verdadera respuesta, si bien no tiene que ser siempre favorable a las pretensiones del peticionario, sí debe cumplir con los  requisitos de ser oportuna, resolver de fondo lo solicitado de manera clara, precisa y congruente, además de ser puesta en conocimiento del peticionario. Igualmente, el derecho de petición, sirve de instrumento que posibilita el ejercicio de otros derechos fundamentales, como por ejemplo en el caso de las personas en situación de desplazamiento, que a través de la petición buscan obtener alguna ayuda económica o subsidio que los ayude a mejorar su precaria situación. Así, puede decirse que "[e]l derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión", entre otros; o incluso los derechos fundamentales de la población desplazada.”
6.8. SOLUCIÓN AL CASO CONCRETO 
6.8.1. En el caso sub examine, la Sala observa que la petición de la señora Lucía Magnolia Soto Arcila está encaminada a que la UARIV responda de fondo su petición del 26 de febrero de 2018 de la que se desprende, solicitó lo siguiente (folio 10):

i) El reconocimiento y pago de la indemnización administrativa, en su condición de víctima de desplazamiento.

ii) Indicar de forma precisa el trámite que se desplegará para hacer efectivo su derecho a la indemnización administrativa

iii) Indicar el plazo exacto o probable (meses-años) en el que la entidad tardará en reconocerle y pagarle la indemnización administrativa a la que tiene derecho.

6.8.2.   Debe recordarse que la Ley 1448 de 2011 en su artículo 3º definió quienes son víctimas, así:
 “se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno.
 
También son víctimas el cónyuge, compañero o compañera permanente, parejas del mismo sexo y familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida. A falta de estas, lo serán los que se encuentren en el segundo grado de consanguinidad ascendente.
 
De la misma forma, se consideran víctimas las personas que hayan sufrido un daño al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la victimización.
 
La condición de víctima se adquiere con independencia de que se individualice, aprehenda, procese o condene al autor de la conducta punible y de la relación familiar que pueda existir entre el autor y la víctima”
6.8.3. Frente al procedimiento y pago de la indemnización por vía administrativa, el artículo 8 del Decreto 4800 de 2011 consigna lo siguiente:
 
“Artículo 8°. Desarrollo de los principios de progresividad y gradualidad para una reparación efectiva y eficaz. En desarrollo de los principios de progresividad y gradualidad contemplados en los artículos 17 y 18 de la Ley 1448 de 2011, respectivamente, así como con el objetivo de garantizar una reparación efectiva y eficaz de conformidad con el numeral 4 del artículo 161 de la Ley 1448 de 2011, el acceso a las medidas de reparación contempladas en el presente decreto deberá garantizarse con sujeción a los criterios establecidos en la Ley 1448 de 2011. Para el efecto, también podrán tenerse en cuenta, entre otros, la naturaleza del hecho victimizante, el daño causado, el nivel de vulnerabilidad basado en un enfoque etario del grupo familiar, características del núcleo familiar y la situación de discapacidad de alguno de los miembros del hogar, o la estrategia de intervención territorial integral.” 
(Subrayas por fuera del texto original).
 
6.8.4.  Ahora bien, en la Sentencia T-083 de 2017 la Corte Constitucional mencionó  que con el fin de establecer una ruta de priorización frente a la entrega de la indemnización por vía administrativa, se expidieron una serie de resoluciones que se constituyeron en las herramientas para poder identificar de manera plena el grado de vulnerabilidad de las víctimas y, en esa medida, establecer el orden de entrega de la indemnización de conformidad con los criterios consignados en la Ley 1448 de 2011 y en su decreto reglamentario.  En dicha providencia, esa Corporación concluyó que para la indemnización por vía administrativa, se deben tener en cuenta los principios de progresividad, igualdad, gradualidad y enfoque diferencial, previa verificación de las condiciones de la persona que hace la solicitud para determinar si puede ser objeto o no de priorización, de la siguiente manera:
“Existe un mayor o menor grado de vulnerabilidad de las víctimas del conflicto armado, puesto que si bien todos son sujetos de especial protección constitucional, lo cierto es que existen algunos que, debido a sus circunstancias particulares, se encuentran más desprotegidos que otros. Así las cosas, ese es el motivo para que existan criterios de priorización dentro del trámite de reparación, pues a través de éstos se garantiza la aplicación de un enfoque diferencial y, en esa medida, una reparación conforme a los principios de gradualidad y progresividad.
 
17. En estos términos, de conformidad con las normas que actualmente se encuentran vigentes en materia de la indemnización por vía administrativa y de la jurisprudencia proferida sobre el tema, es posible establecer que la Unidad Administrativa para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas- UARIV tiene actualmente la responsabilidad de hacer efectivo uno de los derechos fundamentales de las víctimas del conflicto armado, el cual se refiere a la reparación integral. Precisamente, uno de los mecanismos previstos por el legislador para ello es la indemnización por vía administrativa, la cual deberá ser reconocida a las víctimas de conformidad con los principios de progresividad, igualdad, gradualidad y enfoque diferencial. En esa medida, le corresponde verificar las condiciones de la persona que hace la solicitud para determinar si puede ser objeto o no de priorización.” 
(Subrayas propias)
6.8.5. Por su parte, la UARIV mediante la comunicación del 5 de mayo de 2018 radicada  bajo el No.20187207600011 le contestó a la señora Soto Arcila que esa entidad se encuentra en la construcción del procedimiento para el acceso a la medida de indemnización administrativa para la vigencia 2018 y siguientes, de conformidad con lo dispuesto por la Corte Constitucional en el Auto 206 de 2017 y por lo tanto, la invitaron a que partir de junio de 2018 se acerque a los puntos de atención a nivel nacional, donde se le señalará  el trámite que deberá surtir y principalmente, la importancia de documentar el expediente administrativo para determinar si aplica o no un criterio de priorización, verificar la existencia o no de otros beneficiarios con menor o igual derechos, entre otros aspectos relevantes y así determinar el reconocimiento o no de la medida de indemnización administrativa.  Lo anterior,  conforme al principio de participación conjunta que dispone el concurso activo de las víctimas frente al deber de suministrar información veraz y oportuna de ella misma y su hogar, según lo dispuesto en la Ley 1448 de 2011. 

6.8.6. Ha reiterado la Corte Constitucional que dentro de las garantías básicas del derecho de petición, están las siguientes
: “(i) la pronta resolución del mismo, es decir que, la respuesta debe entregarse dentro del término legalmente establecido para ello y, (ii) la contestación debe ser clara y de fondo respecto de lo pedido; esto quiere decir que, debe pronunciarse materialmente respecto de todos los hechos puestos a consideración.” Así mismo, la jurisprudencia de esa Corporación Constitucional ha señalado que el núcleo esencial de este derecho fundamental se encuentra constituido por la posibilidad de presentar la petición, la resolución integral de la solicitud sin que ello signifique que la solución tenga que ser positiva y que la respuesta sea notificada dentro del término legalmente oportuno:

 “… una respuesta es suficiente cuando resuelve materialmente la petición y satisface los requerimientos del solicitante, sin perjuicio de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario[41]¸es efectiva si la respuesta soluciona el caso que se plantea[42]; y es congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, de tal manera que la solución a lo pedido verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta[43].”
 
En otras palabras, la garantía del derecho de petición implica que exista una contestación que se pronuncie de manera integral acerca de lo pedido, sin que implique que la respuesta acceda a lo solicitado, puesto que la misma puede ser negativa siempre que no sea evasiva o abstracta. De igual manera, la respuesta debe ser oportuna, esto quiere decir que, además de ser expedida dentro del término establecido, debe ser puesta en conocimiento del peticionario, para que éste, si así lo considera oportuno, interponga los recursos administrativos que en cada caso procedan y, según el asunto, acceda a la jurisdicción de lo contencioso administrativo.” (Subrayas por fuera del texto original)
6.8.7. De conformidad con la jurisprudencia relacionada a lo largo de este proveído y que tiene que ver con los derechos que le asisten a las personas que han sido víctimas del desplazamiento forzoso, entre ellos la garantía de recibir respuestas a sus peticiones frente al reconocimiento y pago a la indemnización por vía administrativa, esta Sala considera que la UARIV acreditó haber contestado la solicitud de la accionante.  De tal manera, que no le asiste la razón al impugnante al considerar que la petición no fue resuelta en los términos como los reclaman, por el hecho de no haber sido resuelta favorablemente, toda vez que es la peticionaria quien debe acudir a la oficina de la UARIV más cercana a su domicilio con el fin de que allí pueda acceder a la asesoría pertinente al procedimiento administrativo que se adelantará y de los documentos que debe aportar para que la UARIV inicie el trámite correspondiente, verifique el  grado de vulnerabilidad en el que se encuentra la señora Soto Arcila junto con su núcleo familiar y de ser el caso priorice sus necesidades.

Por lo anterior, esta Sala confirmará el fallo estudiado.
DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia del 9 de enero de 2018, proferida por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por el apoderado de la señora Lucía Magnolia Soto Arcila en contra la UARIV.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 





� Sentencia T-083 de 2017
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